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Época: Décima Época  
Registro: 2016309  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.5o.A.11 K (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. REQUISITOS PARA CONCEDERLA. 
 
De los artículos 107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 128, 
131, 132, 138 y 147 de la Ley de Amparo, se advierte que para determinar si se concede la 
suspensión debe verificarse que: a) exista solicitud de parte interesada; b) la naturaleza del acto 
reclamado permita suspenderlo; c) haya certidumbre de la existencia del acto respecto del que se pide 
la suspensión; d) quien solicita la medida cuente con interés para obtenerla; y, e) con su otorgamiento 
no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público. 
Adicionalmente, según sea el caso, debe analizarse: f) la apariencia del buen derecho; g) si con la 
suspensión puede ocasionarse daño o perjuicio a terceros, y si es necesario o no garantizar su 
reparación; además, en el caso de la suspensión definitiva, h) debe fijarse la situación en que habrán 
de quedar las cosas y las medidas pertinentes para conservar la materia del juicio hasta su 
terminación. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016308  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.155 L (10a.)  
 
SALARIOS VENCIDOS DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE VERACRUZ. 
NO ESTÁ LIMITADO SU PAGO A 12 MESES CUANDO DEMANDAN LA RESCISIÓN DEL 
CONTRATO O NOMBRAMIENTO POR CAUSAS IMPUTABLES AL PATRÓN (INTERPRETACIÓN 
LITERAL DEL ARTÍCULO 45 DE LA LEY NÚMERO 364 ESTATAL DEL SERVICIO CIVIL 
RELATIVA, E INAPLICABILIDAD DE LOS ARTÍCULOS 50, FRACCIÓN III Y 48, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO). 
 
El artículo 45 de la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz alude a la rescisión del 
contrato o nombramiento por causas imputables al patrón, sin responsabilidad para el trabajador; 
asimismo, establece como parte de la indemnización del trabajador el derecho a los salarios vencidos 
que se causen desde la fecha de la separación "hasta que se pague la propia indemnización". En este 
sentido, de la interpretación literal de dicho precepto, se concluye que el legislador local quiso 
reconocer al trabajador el acceso a una indemnización plena e integral, teniendo aplicación el principio 
general de derecho que reza "donde la ley no distingue, el juzgador tampoco puede distinguir" (ubi lex 
non distinguit nec nos distinguere debemus), de lo que se sigue que no fue su voluntad limitar el pago 
de los salarios vencidos en los casos en los que el vínculo laboral termina por causas atribuibles al 
patrón y sin responsabilidad para el trabajador, en términos del precepto 44 de la ley citada. De ahí 
que resulte inaplicable la limitante prevista en el diverso numeral 43, en caso de despido injustificado, 
hasta por 12 meses, pues debe prevalecer la aplicación de la hipótesis señalada por el artículo 45 
aludido, esto es, "hasta que se pague la indemnización", lo cual constituye un derecho sustantivo del 
trabajador, situación que no puede modificarse en su perjuicio, atento, además, al principio in dubio pro 
operario, que establece que en caso de duda del alcance de una ley, debe estarse a lo más favorable 
al trabajador, de conformidad con los principios rectores de la materia, regulados en los artículos 2o., 
3o. y 18 de la Ley Federal del Trabajo, de aplicación supletoria, según los cuales, una de las 
finalidades de las normas laborales es conseguir el equilibrio entre los factores de la producción y la 
justicia social. Sin que obste a lo anterior, el artículo 51 de la Ley Federal del Trabajo, que prevé las 
causas de recisión laboral sin responsabilidad para el trabajador y el numeral 50, fracción III, en 
relación con el pago de los salarios vencidos, que remite a su vez al 48, párrafo segundo, ambos de la 
ley invocada, de cuya interpretación sistemática se colige que éstos se pagarán desde la fecha de la 
separación hasta por un periodo máximo de 12 meses, pues si bien es cierto que el artículo 13 de la 
ley estatal autoriza la supletoriedad de la Ley Federal del Trabajo, no menos lo es que tal figura no 
opera cuando lo previsto en ésta se contraponga en aquélla; lo que sucede en el caso, pues la Ley 
Federal del Trabajo dispone un límite a un derecho sustantivo (salarios vencidos) que en el supuesto 
específico analizado no está topado en la ley burocrática local. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016307  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.2o.A.E.12 K (10a.)  
 
REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. EL PLAZO PARA DESAHOGAR LOS REQUERIMIENTOS O 
PREVENCIONES EN LA SUSTANCIACIÓN DE ESTE RECURSO ES DE TRES DÍAS (APLICACIÓN 
ANALÓGICA DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 2a./J. 72/2002). 
 
Conforme al criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación contenido en la 
ejecutoria que dio origen a la tesis de jurisprudencia 2a./J. 72/2002, de rubro: "REVISIÓN. SI SE 
INTERPONE ESE RECURSO POR PERSONA QUE SE OSTENTE COMO APODERADO DIVERSO 
DEL QUE ACTUÓ EN LA PRIMERA INSTANCIA OMITIENDO ACREDITAR SU PERSONALIDAD, EL 
PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBERÁ PREVENIRLA PARA QUE 
EXHIBA EL DOCUMENTO JUSTIFICATIVO CORRESPONDIENTE.", que interpretó la Ley de Amparo 
abrogada, se estableció que tratándose de los requerimientos o prevenciones formuladas por la 
presidencia del tribunal, el plazo para atenderlos debe ser de tres días, pues al existir una regulación 
específica para el recurso de revisión en los numerales 83 a 94 de esa ley, no debía aplicarse 
supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles. En ese sentido, y en aplicación 
analógica de ese criterio, se concluye que el plazo que debe otorgarse tratándose de requerimientos o 
prevenciones para subsanar alguna cuestión en el recurso de revisión, es el de tres días previsto en el 
artículo 88 de la Ley de Amparo vigente, aplicable a la tramitación del recurso de revisión (de similar 
redacción del artículo 88 de la ley abrogada), por ser una norma que específicamente regula dicho 
medio de impugnación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016306  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: XVII.1o.P.A.57 P (10a.)  
 
REVISIÓN DE LA RESERVA DE IDENTIDAD DE TESTIGOS PROTEGIDOS PLANTEADA EN LA 
ETAPA DE INVESTIGACIÓN DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. CONTRA LA 
DETERMINACIÓN DEL JUEZ DE CONTROL QUE RESUELVE QUE NO HA LUGAR A LA ACCIÓN 
RELATIVA ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
El juicio de amparo indirecto es improcedente contra la determinación del Juez de Control que decretó 
que no había lugar a la acción de revisión, respecto a la reserva de identidad de los testigos planteada 
por la defensa, cuando es tomada en la etapa de investigación del sistema penal acusatorio, es decir, 
en el periodo preparatorio para determinar si existen razones para someter a una persona a juicio, por 
lo que, en todo caso, se trata de datos de prueba que, conforme al Código Nacional de Procedimientos 
Penales y al artículo 20, apartado A, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, no constituyen, per se, parte del material probatorio con base en el cual será juzgado el 
imputado, ya que en el procedimiento se estableció un periodo posterior en el que debe llevarse a 
cabo el desahogo de pruebas, como es el juicio oral. Por tanto, la revisión de la reserva de identidad 
de los testigos protegidos debe formularse hasta la etapa intermedia, de admitirse la prueba de que se 
trata y, en caso de impugnarse la resolución correspondiente en el juicio de amparo indirecto, será 
éste el momento oportuno de analizar si esa resolución se traduce en una lesión, de manera cierta e 
inmediata, a un derecho sustantivo que tutela la Constitución General de la República, a efecto de 
determinar la procedencia del juicio constitucional. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Registro: 2016305  
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Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XIII.P.A.17 P (10a.)  
 
RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA QUE CONFIRMA EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN. SI 
SU NOTIFICACIÓN SE EFECTÚA EN DIVERSAS FECHAS A CADA UNO DE LOS DEFENSORES, 
EL PLAZO DE QUINCE DÍAS PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO EN SU 
CONTRA, DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE QUE SE PRACTICÓ LA PRIMERA (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE OAXACA ABROGADA). 
 
En relación con el derecho del imputado a una defensa adecuada, previsto en el artículo 20, apartado 
B, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los artículos 250, 527 y 
528 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Oaxaca (abrogado), previenen que las 
personas que asistan al inculpado en segunda instancia, deben contar con conocimientos técnicos en 
derecho; de lo contrario, debe nombrarse a un defensor de oficio que lo oriente y asista directamente, 
así como que las resoluciones de segunda instancia se notifican al procesado por conducto de su 
defensor. Lo anterior denota que la defensa del imputado puede estar integrada por uno o más 
defensores, caso en el cual, debe nombrarse un representante común. Por tanto, si el procesado tiene 
dos o más defensores y la resolución de segunda instancia que confirmó el auto de formal prisión 
dictado en su contra se notificó a cada uno de ellos en diversas fechas, la que debe tomarse en cuenta 
para el cómputo del plazo para la presentación de la demanda de amparo promovida en su contra, es 
la practicada inicialmente, pues en ella se alcanzó el cometido buscado, esto es, que esa parte 
procesal tuviera conocimiento del acto reclamado. Proceder de manera distinta, implicaría que la 
defensa del procesado, dependiendo del número de defensores nombrados, tendría el mismo número 
de oportunidades para instar la acción constitucional, lo que trastocaría el derecho de seguridad 
jurídica contenido en el artículo 14 de la Constitución Federal. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016304  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.9o.P.180 P (10a.)  
 
REDUCCIÓN DE LA PENA EN DELITOS GRAVES PREVISTA EN EL ARTÍCULO 71 TER DEL 
CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO. ES 
IMPROCEDENTE CONCEDER ESTE BENEFICIO A LOS SENTENCIADOS POR EL DELITO DE 
HOMICIDIO EN RAZÓN DE RELACIÓN, PREVISTO EN EL DIVERSO 125 DEL PROPIO CÓDIGO. 
 
De la interpretación del artículo 71 Ter señalado, se concluye que la prohibición en él establecida, para 
acceder a la reducción de la pena en caso de confesión, está dirigida tanto al tipo básico denominado 
homicidio, como al especial de homicidio en razón de relación. Lo anterior, porque ese precepto 
establece que procederá la disminución de la pena en una tercera parte cuando el imputado confiese 
su participación en la comisión de delito grave ante el Ministerio Público exceptuando, entre otros, el 
delito de homicidio, previsto en el numeral 123, en relación con el diverso 18, párrafo segundo, ambos 
del propio código; empero, del proceso legislativo que le dio origen, se evidencia que su creador 
puntualizó que, atento al principio de proporcionalidad de las penas consagrado en el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ese beneficio tendría limitaciones específicas, 
siendo una de ellas, cuando se trate de delitos que por su gravedad no deban obtener ese beneficio; 
por tal motivo, la Comisión de Administración y Procuración de Justicia de la Asamblea Legislativa de 
la Ciudad de México, consideró que no debía aplicar, entre otros, para el delito de homicidio, incluso 
en ese proceso legislativo, en principio, se hizo alusión únicamente al delito, sin especificar el precepto 
en que se encuentra regulado, lo que revela la original voluntad de hacerlo nugatorio para aquellas 
personas que privan de la vida a otras in genere. Consecuentemente, atento a la naturaleza de la 
conducta consistente en privar de la vida a otra persona y lo intolerable que ésta es para la sociedad, 
es improcedente conceder el beneficio aludido a los sentenciados por el delito de homicidio en razón 
de relación, previsto en el artículo 125 del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016303  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: VI.3o.A.55 A (10a.)  
 
PROCEDIMIENTOS DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS Y PARA EL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES RESARCITORIAS. DADA SU 
AUTONOMÍA, LO RESUELTO EN UNO NO PUEDE IMPACTAR EN EL OTRO. 
 
El artículo 109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos precisa que los 
procedimientos para la aplicación de las sanciones por conductas llevadas a cabo por servidores 
públicos se desarrollarán autónomamente y que las leyes establecerán los procedimientos para la 
investigación y sanción de dichos actos u omisiones. Entonces, tanto el procedimiento de 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos, como el diverso para el fincamiento de 
responsabilidades resarcitorias, tienen finalidades u objetos distintos y se siguen y sustancian con 
base en leyes de distinta naturaleza, que se rigen bajo un sistema que descansa en un principio de 
autonomía, conforme al cual, por cada tipo de responsabilidad se instituyen órganos, procedimientos, 
supuestos y sanciones propias, aunque tengan algunas de ellas coincidencia desde el punto de vista 
material. Lo anterior se confirma, porque tanto la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 
Federación, como la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos -
ambas abrogadas- son enfáticas en precisar que los procedimientos a que se refieren se desarrollan 
en forma autónoma y por la vía procesal que corresponda, lo que implica que lo que se resuelva en 
uno, no puede impactar en el otro, esto es, ambos pueden subsistir. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
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PROCEDIMIENTO PARA EL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES RESARCITORIAS. EL 
QUE SE ENCUENTRE SUB JÚDICE NO IMPIDE RESOLVER EL DIVERSO DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, DADA LA 
AUTONOMÍA E INDEPENDENCIA ENTRE AMBOS. 
 
El procedimiento para el fincamiento de responsabilidades resarcitorias no influye en la resolución del 
diverso de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, al no derivar este de aquel, ni 
viceversa, y tampoco uno depende del resultado del otro, de conformidad con los artículos 109 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1, 4, 12, 13, 31, 33, 51 y 54 de la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, así como 1 y 6 de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos -estas últimas abrogadas-. Lo anterior, 
pues aun cuando ambos deriven del procedimiento de fiscalización de la cuenta pública, en el que se 
advirtieron irregularidades que dieron lugar a la emisión del pliego de observaciones, que no se 
solventó, esa circunstancia provocó que, por una parte, se solicitara la intervención del órgano interno 
de control correspondiente, para que, en el ámbito de su competencia, procediera a la investigación e 
inicio, en su caso, del procedimiento disciplinario y, por otra, se iniciara el procedimiento que culminó 
con la resolución que determinó los daños ocasionados al Estado y el consecuente pliego de 
responsabilidades, y si bien es cierto que este último puede impugnarse por medio del juicio de 
nulidad, también lo es que el que se encuentre sub júdice no impide resolver el diverso de 
responsabilidades administrativas, pues se está ante irregularidades de aquel que no alcanzan a 
afectar la subsistencia de este y, por ende, de su legalidad en ese sentido. Esto es, se trata de 
procedimientos autónomos e independientes, iniciados por autoridades diversas, reglamentados por 
legislaciones diferentes, con una naturaleza y fines distintos. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
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PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN DE VIOLACIONES A LA LEY FEDERAL DE 
COMPETENCIA ECONÓMICA. LA CAUSA OBJETIVA QUE MOTIVA SU INICIO NO CONDICIONA 
NI LIMITA LA CONDUCTA QUE PUEDE IMPUTARSE EN EL OFICIO DE PROBABLE 
RESPONSABILIDAD. 
 
El ejercicio de la facultad de investigación de la autoridad de competencia económica requiere de una 
causa objetiva que le sirva de motivo o la legitime para averiguar respecto de información o datos en 
poder de personas físicas o morales; de ahí que deba existir correspondencia entre los hechos que 
serán motivo del procedimiento de investigación y algún precepto posiblemente infringido, pero sin 
limitar las amplias facultades indagatorias previstas en el artículo 28 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, por lo que éstas pueden concluir con una declaratoria sobre esos hechos 
u otros más que se descubran o conozcan durante la investigación e, incluso, por la violación a una 
norma diversa de la Ley Federal de Competencia Económica. En ese contexto, sólo la conclusión final 
o terminal será el tema de imputación que determine el alcance y contenido del oficio de probable 
responsabilidad, el cual no podrá variarse, alterarse o adicionarse, al ser base y fundamento de la 
presunta infracción. En otras palabras, la causa objetiva es el sustento tanto del inicio de la facultad 
indagatoria, como de las consecuentes acciones de la autoridad para desarrollarla, porque se vincula 
con las razones que la motivaron, sin que ello la obligue o vincule a emitir un oficio de probable 
responsabilidad en el que se impute únicamente la conducta señalada como causa objetiva, pues ésta 
se puede ampliar, perfeccionar, modificar, definir o sustituir, si por los datos, información y 
conocimientos adquiridos, la autoridad tiene conocimiento de otras transgresiones a la ley que deben 
ser igualmente sancionadas, entendidas como concausas objetivas o suficientes para determinar cuál 
debe ser el presupuesto del oficio de probable responsabilidad. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016300  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.225 A (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN DE VIOLACIONES A LA LEY FEDERAL DE 
COMPETENCIA ECONÓMICA ABROGADA. SUS ETAPAS. 
 
Los artículos 30 y 31 de la Ley Federal de Competencia Económica abrogada y 41 de su reglamento, 
regulan el procedimiento de investigación de violaciones a aquel ordenamiento, conforme a las etapas 
siguientes: i) acuerdo de inicio; ii) publicación de un extracto de éste en el Diario Oficial de la 
Federación, con el objeto de que cualquier persona pueda coadyuvar en dicha investigación; iii) 
periodo de investigación de treinta a ciento veinte días, susceptible de ampliarse hasta en cuatro 
ocasiones, lapso en el cual la autoridad está facultada para: requerir los informes y documentos que 
estime relevantes y pertinentes para realizar su investigación, citar a declarar a quienes tengan 
relación con los hechos de que se trate, así como ordenar y practicar visitas de verificación en el 
domicilio del investigado; iv) acuerdo de conclusión que finiquita el ejercicio de las facultades descritas 
en el punto anterior; v) plazo de instrucción de sesenta días para que la autoridad pueda compendiar, 
complementar e interrelacionar datos e informaciones valorando las pruebas que llegue a obtener con 
el propósito de emitir el oficio de probable responsabilidad; vi) oficio de probable responsabilidad, en 
caso de contar con elementos suficientes para sustentar la existencia de hechos constitutivos de 
probables infracciones a la ley; y, vii) en caso contrario, cierre del expediente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016299  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.223 A (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN DE VIOLACIONES A LA LEY FEDERAL DE 
COMPETENCIA ECONÓMICA ABROGADA. MODALIDADES PARA INICIARLO. 
 
El artículo 28 del Reglamento de la Ley Federal de Competencia Económica prevé diversas 
modalidades para que la autoridad correspondiente inicie el procedimiento de investigación establecido 
en el capítulo V de la ley de la materia abrogada, a saber: a) oficiosa: cuando conozca de hechos 
probablemente sancionables o que puedan acarrear como consecuencia una sanción, en términos de 
la ley mencionada; y, b) por denuncia de los entes interesados en excitar la facultad de investigación 
de la autoridad. No obstante, el propio precepto prevé una regla especial o de excepción, consistente 
en que la investigación por falta de notificación de una concentración, necesariamente tiene que iniciar 
de oficio, caso en el cual, la denuncia de parte interesada es improcedente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016298  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.227 A (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN DE VIOLACIONES A LA LEY FEDERAL DE 
COMPETENCIA ECONÓMICA ABROGADA INICIADO CON MOTIVO DE UNA DENUNCIA. CON 
BASE EN LOS DATOS ADQUIRIDOS DURANTE SU DESARROLLO, LA AUTORIDAD PUEDE, 
VÁLIDAMENTE, EMITIR UN OFICIO DE PROBABLE RESPONSABILIDAD POR LA FALTA DE 
NOTIFICACIÓN DE UNA CONCENTRACIÓN. 
 
El artículo 28 del Reglamento de la Ley Federal de Competencia Económica abrogada establece que 
la investigación de una infracción sobre la falta de notificación de una concentración, necesariamente 
debe iniciar de oficio. Así, esta regla constituye una excepción a los supuestos donde el procedimiento 
de investigación de violaciones a la ley mencionada proceda por una denuncia, pero no disminuye ni 
clausura las amplias facultades de investigación de la autoridad para perseguir conductas contrarias al 
artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En ese contexto, los datos 
adquiridos por la autoridad durante el desarrollo de una investigación iniciada con motivo de una 
denuncia por la comisión de una práctica monopólica relativa o una concentración ilícita, es 
información legítimamente obtenida, por lo que si la autoridad considera que ésta es suficiente e 
idónea para imputar la falta de notificación de una concentración a determinado sujeto puede, 
válidamente, emitir el oficio de probable responsabilidad correspondiente, sin que dicha actuación 
transgreda la regla descrita en un principio, pues resulta válido y razonable que, acorde con sus 
facultades y deberes de reprimir y sancionar prácticas anticompetitivas, utilice eficientemente y con 
inteligencia todos aquellos datos e información que, a la postre, obtuvo de manera regular, y que debe 
usar para alcanzar los fines y consecuencias que sean conformes con sus atribuciones. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016297  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E.226 A (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN DE VIOLACIONES A LA LEY FEDERAL DE 
COMPETENCIA ECONÓMICA ABROGADA. AUN CUANDO SE HAYA CERRADO LA FASE DE 
AVERIGUACIÓN, LA AUTORIDAD PUEDE, OFICIOSAMENTE, ALLEGARSE DE OTROS MEDIOS 
DE CONVICCIÓN PARA CONSTRUIR LA IMPUTACIÓN O ACUSACIÓN RESPECTIVA. 
 
La etapa de investigación establecida en el artículo 30 de la Ley Federal de Competencia Económica 
abrogada, tiene el objetivo de hacer acopio de medios de convicción suficientes que permitan prevenir, 
descubrir y sancionar violaciones a ese ordenamiento, para lo cual, la autoridad, mediante actos que 
inciden en la actividad de particulares, se allega de documentos, testimonios y otros elementos a 
efecto de lograr esa finalidad. Para ello, la ley prevé cinco periodos de hasta ciento veinte días que la 
habilitan para desplegar sus facultades de investigación y requerimientos hacia toda persona, física o 
moral, que considere pueda contar con elementos de convicción para descubrir los hechos sobre los 
cuales no tiene conocimiento o desea completarlo. Correlativamente, aquellos que soportan el ejercicio 
de tales facultades, tienen la seguridad de que, consumados esos lapsos, la autoridad no está en 
aptitud de requerirles, citarlos o visitarlos, a fin de obtener información para integrar la investigación de 
que se trate. Sin embargo, eso no conlleva que la autoridad quede anquilosada para continuar en sus 
facultades de investigación, corrección y sanción de prácticas prohibidas, porque concluida la etapa de 
obtención de información del procedimiento puede, oficiosamente, allegarse de otros medios de 
convicción para construir la imputación o acusación respectiva, a manera de alegatos de apertura, 
diversos a los obtenidos en los cinco periodos referidos, pues ninguna afectación causa al probable 
responsable el despliegue de esas facultades, si se toma en consideración que la imputación no nace 
ni se clausura con el acuerdo de cierre de la fase de averiguación, sino con el oficio de probable 
responsabilidad, el cual sí debe ser preciso y definitorio en cuanto a las irregularidades advertidas, ya 
que constituye la base sobre la que descansarán las resoluciones sancionatorias o correctivas. 
Considerar lo contrario, obstruirá y podría convertir en ineficiente y fallida la actividad primordial de la 
autoridad de competencia, esto es, investigar y sancionar las infracciones a la legislación de la 
materia, lo cual incluye realizar todo tipo de actuaciones previstas por la ley para asegurar el respeto a 
las reglas de competencia económica o, por el contrario, generar convicción sobre su transgresión. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016296  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: I.2o.P.57 P (10a.)  
 
OMISIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO RESPECTO DE LA ADMISIBILIDAD O NO DE ACTOS DE 
INVESTIGACIÓN EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL 
ACUSATORIO. PREVIO A INTERPONER EL AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA, ES 
INNECESARIO AGOTAR EL RECURSO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 
 
El único medio de impugnación previsto en el Código Nacional de Procedimientos Penales contra las 
determinaciones del Ministerio Público en la etapa de investigación inicial del procedimiento penal 
acusatorio, es el previsto en el artículo 258, el cual no establece dentro de sus hipótesis de 
procedencia las omisiones del Ministerio Público. Sin embargo, de una interpretación sistemática y 
funcional del numeral mencionado, en relación con los artículos 20, apartado C, fracción VII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 109, fracción XXI, del propio código, dicho 
recurso también procede contra las omisiones ministeriales, atento al derecho de la víctima a impugnar 
este tipo de cuestiones. Ahora bien, para la procedencia del juicio de amparo indirecto, no puede 
exigirse al quejoso agotar dicho medio de impugnación, previo a acudir al juicio constitucional, pues es 
necesario que los presupuestos de procedencia estén establecidos en la normatividad de forma que 
brinden certeza y seguridad jurídica. Lo anterior es así, pues el derecho a un recurso efectivo, 
reconocido en el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, tiene como 
requisito que sea accesible, es decir, que el titular de algún derecho violado debe tener la posibilidad 
real de interponerlo. Por lo que, en observancia a una correcta tutela del derecho humano a un recurso 
efectivo y, en consecuencia, al acceso a la justicia, si el recurso establecido en el artículo 258 referido 
no prevé dentro de sus hipótesis de procedencia las omisiones del Ministerio Público en torno a la 
admisibilidad o no de actos de investigación en la etapa de investigación inicial del procedimiento 
penal acusatorio, no puede exigirse al quejoso agotar dicho medio de impugnación, porque no existe 
una accesibilidad real de interponerlo, dado que su procedencia resulta de una interpretación 
sistemática de diversas normas, y no de una determinación expresa por la norma adjetiva aplicable. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016295  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.1o.P.A.56 P (10a.)  
 
MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL. TIENE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE 
REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA QUE CONCEDE EL AMPARO PARA QUE EL ACUSADO SEA 
TRASLADADO AL CENTRO DE REINSERCIÓN EN EL QUE SE ENCONTRABA, SI EL DELITO 
IMPUTADO ES CONSIDERADO DE ALTO IMPACTO SOCIAL. 
 
Cuando en el juicio de amparo promovido contra la orden de traslado, el Juez de Distrito lo concede 
para el efecto de que el imputado sea trasladado nuevamente al centro de reinserción en el que se 
encontraba, el Ministerio Público Federal tiene legitimación para interponer el recurso de revisión, 
conforme al artículo 5o., fracción IV, de la Ley de Amparo, toda vez que cuando el delito por el que se 
le acusó es de los considerados de "alta peligrosidad" o de "alto impacto en la sociedad", la 
determinación del Juez Federal afecta el interés público cuya protección le fue encomendada al 
Ministerio Público expresamente en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ya que no debe soslayarse que cuanto más grave es la conducta antisocial, mayor es la 
afectación social; por ello, el Constituyente, en el artículo 107, fracción VIII, de la Constitución Federal, 
otorgó a la representación social la facultad de interponer el medio de defensa citado, tratándose de 
delitos que afecten en mayor grado a la sociedad, atribución que quedó debidamente establecida en la 
fracción IV del artículo 5o. referido; caso contrario sería, tratándose de delitos de bajo impacto, donde 
la representación social no tendría legitimación para interponer el recurso, pues con ello no se afecta el 
interés social ni se impide el desarrollo de sus atribuciones, dado que su trascendencia social es en 
menor grado, y resulta innecesaria la tutela judicial del Estado. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016294  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XIII.P.A.18 P (10a.)  
 
MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA DECRETADA EN EL SISTEMA PENAL 
TRADICIONAL. PARA RESOLVER EL INCIDENTE NO ESPECIFICADO PROMOVIDO PARA SU 
REVISIÓN, SUSTITUCIÓN, MODIFICACIÓN O CESE, CONFORME AL ARTÍCULO QUINTO 
TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE CARÁCTER PENAL FEDERAL, PUBLICADO EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016, DEBE CITARSE AL OFENDIDO A LA 
AUDIENCIA RESPECTIVA, A FIN DE ABRIR EL DEBATE CORRESPONDIENTE. 
 
Conforme al artículo transitorio mencionado, en relación con el diverso 161 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, en asuntos iniciados bajo las reglas del sistema penal tradicional, el Juez de 
la causa debe citar a todos los intervinientes a la audiencia respectiva con el fin de abrir el debate 
correspondiente. De modo que, para integrar la relación jurídica procesal necesaria para resolver la 
incidencia planteada, es menester escuchar también a la parte ofendida para conocer sus 
pretensiones, a fin de abrir el debate correspondiente, pues a dicha parte procesal le correspondería 
introducir, en su caso, el tema relativo a la garantía para la reparación del daño, a efecto de que se 
resuelva sobre ese aspecto. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016293  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.3o.T.1 K (10a.)  
 
INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN AMPARO DIRECTO. SU CONOCIMIENTO Y 
RESOLUCIÓN CORRESPONDEN AL PLENO DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, AUN 
CUANDO LA NOTIFICACIÓN IMPUGNADA SE HAYA PRACTICADO POR LA RESPONSABLE EN 
CUMPLIMIENTO A LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 178 DE LA LEY DE AMPARO 
(EMPLAZAMIENTO AL TERCERO INTERESADO). 
 
De las consideraciones que sustentan la ejecutoria que resolvió la contradicción de tesis 96/2015, de la 
que derivó la jurisprudencia 2a./J. 57/2016 (10a.), se advierte que la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determinó que en el juicio de amparo directo corresponde al Pleno del 
Tribunal Colegiado de Circuito resolver los incidentes de nulidad de notificaciones que se susciten con 
motivo de su tramitación. Sin embargo, en dicha ejecutoria no se hizo distinción respecto a la 
competencia para resolver el incidente de nulidad de notificaciones formulado durante la sustanciación 
del juicio de amparo directo, pues no distinguió si la nulidad de la notificación se formuló con motivo del 
auxilio que presta la autoridad responsable cuando le es presentada la demanda y, con ello, atender a 
las obligaciones que le impone el artículo 178 de la Ley de Amparo, o si es propiamente en el trámite 
del juicio dentro del propio Tribunal Colegiado o en la etapa de cumplimiento de la ejecutoria de 
amparo. En consecuencia, en los juicios de amparo directo corresponde al Pleno del Tribunal 
Colegiado de Circuito conocer y resolver el incidente de nulidad de notificaciones interpuesto contra el 
emplazamiento practicado por la autoridad responsable, en cumplimiento a la obligación prevista en el 
artículo 178, fracción II, de la Ley de Amparo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016292  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.99 A (10a.)  
 
FACULTAD REGLAMENTARIA DEL REGISTRO AGRARIO NACIONAL. LA CIRCULAR DJ/RAN/I-
18 (DEROGADA), AL ESTABLECER COMO UNO DE LOS REQUISITOS PARA INSCRIBIR EL 
CAMBIO DE DESTINO DE TIERRAS EJIDALES, CONTAR CON UN DICTAMEN U OPINIÓN 
TÉCNICA DE LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, NO EXCEDE 
SUS LÍMITES. 
 
De una interpretación conforme de los artículos 16, fracciones I y IV, así como 17, fracción II, del 
Reglamento Interior del Registro Agrario Nacional, que reconocen la facultad reglamentaria de ese 
órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, con 
los artículos 56, segundo párrafo y 59 de la Ley Agraria, que prevén la atribución de emitir normas 
técnicas para realizar la delimitación de tierras al interior del ejido y la nulidad de la asignación de 
parcelas en bosques o selvas tropicales, respectivamente, se colige que la Circular DJ/RAN/I-18 -
derogada por la diversa Circular Número 03/2017, relativa a los trámites que requieren dictamen u 
opinión técnica de la Dirección General de Gestión Forestal y Suelos de la Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT), de 22 de febrero de 2017- no excede los límites de la 
facultad reglamentaria mencionada, al establecer como uno de los requisitos para inscribir el cambio 
de destino de tierras ejidales, contar con un dictamen u opinión técnica de la SEMARNAT, aun cuando 
no lo señale expresamente la ley referida. Lo anterior, en virtud de que, si bien introduce esa exigencia 
en algunos trámites relativos al cambio de destino de tierras del ejido (acción de parcelamiento, 
reconocimiento de parcelamiento económico o de hecho, o regularización de la tenencia de 
posesionarios), lo cierto es que ésta se ajusta a la facultad reglamentaria del Registro Agrario Nacional 
y persigue un fin legal, al instrumentar una garantía para el cumplimiento del artículo 59 citado. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016291  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: VI.2o.C.70 C (10a.)  
 
EMPLAZAMIENTO FUERA DEL RECINTO JUDICIAL. SI AL REALIZARLO EL NOTIFICADOR, 
ANTE EL FRACASO DE LA CONCILIACIÓN, SÓLO DA LECTURA Y ENTREGA COPIA DE LA 
DETERMINACIÓN ADOPTADA EN LA AUDIENCIA, NO SE SATISFACEN LOS REQUISITOS 
PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 61 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL 
ESTADO DE PUEBLA. 
 
Si en el proveído que admite la demanda relativa a un juicio civil, se cita también al demandado a una 
audiencia de conciliación, como lo dispone el artículo 218 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado de Puebla; y llegado el desahogo de la audiencia conciliatoria, si se declara fracasada con 
motivo de la inasistencia de la demandada y se faculta al diligenciario adscrito para llevar a cabo el 
emplazamiento fuera del recinto judicial, es claro que la determinación de llamar a juicio a la parte reo 
se encuentra sustentada en dos acuerdos distintos, aquel que admitió la demanda y ordenó citar al 
enjuiciado a conciliar, y el que declaró fracasada la conciliación y ordenó llamarlo a juicio. Por lo que, 
al momento de realizar el emplazamiento, éste debe practicarse con base en esos dos acuerdos 
dictados, por ser uno consecuencia del otro, debiendo entregar las copias autorizadas o con sello del 
juzgado de los autos referidos. De modo que si al realizar el emplazamiento ante el fracaso de la 
conciliación, el notificador solamente da lectura y entrega copia de la determinación adoptada en la 
audiencia citada, resulta inconcuso que no se encuentran satisfechos los requisitos previstos en el 
diverso artículo 61 del ordenamiento referido, al no permitir a la demandada contar con elementos 
suficientes para llevar a cabo su adecuada defensa en juicio, pues el auto admisorio contiene los 
pronunciamientos relativos a la competencia del Juez ante el que se acude y la expresión de los 
fundamentos legales invocados para ello; el reconocimiento de la personalidad de la actora; y la 
mención de que por estar colmados los presupuestos procesales, se da curso a la demanda 
propuesta. Sin que ninguno de los aspectos señalados conste en la redacción de la audiencia 
conciliatoria pues, además, el conocimiento oportuno del auto de admisión permitiría al enjuiciado 
impugnarlo debidamente ya que, de no hacerlo, en el momento en que conoce fehacientemente las 
particularidades de la demanda relatadas, ésa sería una actuación consentida. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016290  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: VI.3o.A.56 A (10a.)  
 
DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR DE CONTRIBUYENTES. NO SE GENERA EL PAGO DE 
INTERESES CUANDO EL PLAZO LEGAL RELATIVO SE SUSPENDIÓ CON MOTIVO DE UN 
PRIMER REQUERIMIENTO QUE NO SE CUMPLIÓ, LO CUAL ORIGINÓ QUE SE TUVIERA POR 
DESISTIDO AL SOLICITANTE, Y ESTE PROMOVIÓ UN JUICIO EN EL QUE SE CONSIDERÓ 
ILEGAL ESA DETERMINACIÓN, LO QUE LLEVÓ A EFECTUAR UN SEGUNDO REQUERIMIENTO. 
 
Conforme a los artículos 22 y 22-A del Código Fiscal de la Federación, las autoridades fiscales tienen 
la obligación de devolver las cantidades pagadas indebidamente por concepto de contribuciones, para 
lo cual, cuentan con un plazo legalmente establecido y, una vez fenecido este, se generará el pago de 
los intereses correspondientes; no obstante, tienen la facultad de efectuar hasta dos requerimientos 
para verificar la procedencia de la devolución solicitada, precisándose que el periodo transcurrido entre 
la fecha en que se hubiera notificado el requerimiento y aquel en que este sea cumplimentado en su 
totalidad por el contribuyente, no se computará en la determinación de los plazos para la devolución 
mencionada. Por tanto, no puede considerarse que haya omisión o laguna en la ley respecto del 
supuesto en que, al no haberse cumplido con el primer requerimiento por el contribuyente, la autoridad 
lo tuvo por desistido de la solicitud y aquel promueva el juicio de nulidad contra dicho acto y se 
resuelva que fue ilegal considerar el desistimiento, lo que llevó a efectuar un segundo requerimiento, 
dado que de la interpretación de las normas señaladas se colige que el caso encuadra en el supuesto 
en que se suspende el plazo con que cuenta la autoridad para efectuar la devolución, pues el primer 
requerimiento aún no ha sido cumplimentado en su totalidad, y ello fue lo que generó uno posterior, 
por lo que ese supuesto no puede conducir al pago de intereses, al no existir omisión de la autoridad, 
hasta en tanto no se haya cumplimentado en su totalidad el requerimiento. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016289  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Penal, Común)  
Tesis: XVIII.2o.P.A.1 P (10a.)  
 
CONFLICTO COMPETENCIAL SUSCITADO ENTRE JUECES FEDERALES DE PRIMER GRADO 
QUE CONOCEN, UNO DEL SISTEMA MIXTO Y OTRO DEL ACUSATORIO ORAL, DERIVADO DE 
UN PROCEDIMIENTO PENAL. SU RESOLUCIÓN CORRESPONDE AL TRIBUNAL UNITARIO DE 
CIRCUITO QUE EJERZA JURISDICCIÓN SOBRE ELLOS COMO TRIBUNAL DE APELACIÓN Y DE 
ALZADA. 
 
Conforme al artículo 29, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, los 
Tribunales Unitarios de Circuito conocerán de las controversias existentes entre los Jueces de Distrito 
sujetos a su jurisdicción; por ello, si se suscita un conflicto competencial entre Jueces federales de 
primer grado que conocen de diversos sistemas, uno del mixto y otro del acusatorio oral, derivado de 
un procedimiento penal, su resolución corresponde al Tribunal Unitario del Circuito que ejerza 
jurisdicción sobre ellos como tribunal de apelación y de alzada, pues al ser un ad quem común a los 
referidos órganos jurisdiccionales, tiene competencia para conocer de todas las controversias 
suscitadas entre éstos, con excepción de las derivadas de los juicios de amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
OCTAVO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016288  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de febrero de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.9o.P.181 P (10a.)  
 
COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES. TIENE EL CARÁCTER DE AUTORIDAD 
RESPONSABLE EJECUTORA PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, CUANDO 
RETRANSMITE LA ORDEN EMITIDA POR EL MINISTERIO PÚBLICO A LAS ENTIDADES DEL 
SISTEMA FINANCIERO MEXICANO PARA CUMPLIMENTAR LA INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS 
BANCARIAS DICTADA POR LA AUTORIDAD COMPETENTE. 
 
La comisión citada tiene el carácter de autoridad responsable ejecutora para efectos del juicio de 
amparo biinstancial, cuando su actuar únicamente consista en la retransmisión de la orden emitida por 
el Ministerio Público a las entidades del Sistema Financiero Mexicano para cumplimentar la 
inmovilización de cuentas bancarias dictada por la autoridad competente, ya que actúa en un plano 
superior dentro de las relaciones jurídicas de supra a subordinación con los particulares; 
consecuentemente, actúa como autoridad responsable ejecutora, puesto que está legalmente 
facultada para cumplimentar la referida orden de forma unilateral, creando de esta manera una 
circunstancia que afecta la esfera jurídica del particular, sin que pueda considerarse que su actuar se 
limite sólo en auxiliar a la autoridad respectiva ministerial; por tanto, su actuar evidentemente incide en 
los derechos de aquél, causando una afectación a su patrimonio. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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CAMBIO DE DESTINO DE TIERRAS EJIDALES. LA CIRCULAR DJ/RAN/I-18 (DEROGADA), 
EMITIDA POR EL DIRECTOR EN JEFE DEL REGISTRO AGRARIO NACIONAL QUE, POR UN 
LADO, RESTRINGE LOS DERECHOS DEL EJIDO, AL CONDICIONAR LA INSCRIPCIÓN DE LOS 
ACTOS RELATIVOS Y, POR OTRO, BUSCA GARANTIZAR EL DERECHO A UN MEDIO 
AMBIENTE SANO, SUPERA EL TEST DE PROPORCIONALIDAD PROPUESTO EN LA TESIS 
AISLADA 1a. CCLXIII/2016 (10a.). 
 
Para resolver la tensión entre dos derechos fundamentales, como son: la libertad del ejido para 
determinar el destino de sus tierras, desarrollado en la Ley Agraria, en términos del artículo 27 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el derecho humano a un medio ambiente 
sano, previsto en el artículo 4o., párrafo quinto, de la misma Norma Suprema, es necesario llevar a 
cabo un análisis de proporcionalidad. Así, tratándose de la medida adoptada por el Registro Agrario 
Nacional, por medio de la Circular DJ/RAN/I-18 emitida por su director en jefe (derogada) que, por un 
lado, restringe los derechos del ejido y, por otro, busca garantizar un medio ambiente sano, siguiendo 
la metodología propuesta por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 
aislada 1a. CCLXIII/2016 (10a.), la primera etapa del examen de constitucionalidad se supera, al 
constatar que la disposición administrativa señalada condiciona la inscripción de los actos relativos al 
cambio de destino de tierras ejidales, a la necesidad de contar con un dictamen de la Dirección 
General de Gestión Forestal y Suelos de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 
(SEMARNAT), lo que constituye un límite o restricción a la autonomía en las decisiones del ejido, 
reconocida en los artículos 21, fracción I, 22 y 23, fracción X, de la Ley Agraria, reglamentaria del 
artículo 27 constitucional. Ahora, del análisis realizado en la segunda etapa del test de 
proporcionalidad, se concluye que: (1) la finalidad de la circular controvertida, que se apoya en el 
artículo 59 de la ley citada, es constitucionalmente válida, toda vez que instrumenta un requisito 
adicional en el procedimiento de cambio de destino de tierras en que se implique la creación de 
nuevas parcelas y su subsecuente asignación, cuya finalidad no es otra que procurar el medio 
ambiente sano, mediante el establecimiento de un requisito de naturaleza preventiva; (2) la medida se 
considera constitucionalmente idónea para alcanzar los fines perseguidos, siguiendo los principios 
preventivo y precautorio, que rigen en materia ambiental; (3) si bien existen otros medios para lograr el 
fin que se propone la norma, como el recurso de revisión en materia agraria, que recoge el artículo 
198, fracción III, de la Ley Agraria, no debe perderse de vista que éste constituye un medio coactivo a 
posteriori y, por tanto, ineficaz para prevenir consecuencias biológicas y socialmente nocivas, aunado 
a que la medida es necesaria, en cuanto pretende maximizar el derecho humano a un ambiente sano, 
sin que se requiera de pruebas contundentes de un riesgo potencial medioambiental, sino un simple 
indicio de afectación a la tierra derivado de actos traslativos de propiedad; y, (4) los beneficios que se 
obtienen con la implementación de la circular referida son mayores a los daños que se causa en los 
derechos del ejido que únicamente ven limitados temporalmente, hasta en tanto se cuente con la 
opinión técnica, y que, de no implementarse, se correría un riesgo para el medio ambiente, con 
consecuencias irreparables. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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CAMBIO DE DESTINO DE TIERRAS EJIDALES. EL REQUISITO DE CONTAR CON UN DICTAMEN 
U OPINIÓN TÉCNICA DE LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, 
IMPUESTO POR EL REGISTRO AGRARIO NACIONAL EN SU CIRCULAR DJ/RAN/I-18 
(DEROGADA) PARA CONTINUAR CON EL TRÁMITE DE INSCRIPCIÓN RELATIVO, CONSTITUYE 
UN LÍMITE CONSTITUCIONAL A LA AUTONOMÍA DEL EJIDO, AL TENER COMO FINALIDAD, 
GARANTIZAR LA CONSERVACIÓN DE UN MEDIO AMBIENTE SANO. 
 
El requisito que impone el Registro Agrario Nacional en su Circular DJ/RAN/I-18 -derogada por la 
diversa Circular Número 03/2017, relativa a los trámites que requieren dictamen u opinión técnica de la 
Dirección General de Gestión Forestal y Suelos de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales (SEMARNAT), de 22 de febrero de 2017- para continuar con el trámite de inscripción de los 
cambios de destino de tierras ejidales que adopta la asamblea de ejidatarios, consistente en contar 
con un dictamen u opinión técnica de la dependencia mencionada, encuentra su justificación en el 
artículo 59 de la Ley Agraria, en cuanto a que condiciona la continuidad del proceso de inscripción a la 
verificación, por la autoridad competente de la SEMARNAT, de la no existencia de bosques o selvas 
tropicales en las parcelas de que se trate. Dicho requisito constituye un límite constitucional a la 
autonomía del ejido, al tener como finalidad, garantizar la conservación de un medio ambiente sano, 
mediante la implementación de un requisito de carácter preventivo y superable, que no afecta de 
manera grave los derechos de aquél. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Tesis: III.5o.C.46 C (10a.)  
 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL. LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD DE 
ACORDAR LAS PROMOCIONES Y ESCRITOS PRESENTADOS DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL 
JUICIO, NO EXIME A LAS PARTES DE IMPULSAR EL PROCEDIMIENTO A FIN DE QUE 
AQUÉLLA NO OPERE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 
 
Aun cuando es verdad que acordar las promociones y escritos presentados durante la tramitación del 
juicio corresponde a la autoridad judicial, también lo es que si ésta es omisa, ello no exime a las partes 
de la obligación de impulsar el procedimiento como corresponda, ya sea insistiendo en la solicitud o 
pidiendo el pronunciamiento respectivo, a fin de que no opere la caducidad de la instancia prevista en 
el artículo 29 Bis del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco. Más aún si no se 
advierte algún supuesto de suspensión, caso fortuito o fuerza mayor, para considerar que no podía 
actuarse en el procedimiento o la imposibilidad de las partes de hacerlo. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
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